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La consulta plantea si resulta conforme a la Ley Orgánica 15/1999, de 13 
de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, la cesión de una 
copia del Padrón municipal de habitantes al Juzgado de Paz que la solicita, a 
efectos de de llevar a cabo las citaciones que desde el Juzgado se realizan.

La comunicación de datos objeto de consulta constituye una cesión de 
datos  de  carácter  personal,  definida  en  el  artículo  3  i)  de  la  Ley  Orgánica 
15/1999 como “Toda revelación de datos realizada a una persona distinta del  
interesado”.

Tal cesión debe sujetarse al régimen general de comunicación de datos 
de carácter personal establecido en el artículo 11 de la misma Ley, donde se 
establece que la misma solo puede verificarse para el cumplimiento de fines 
directamente relacionados con las funciones legitimas del cedente y cesionario 
y exige para que pueda tener lugar,  el  previo consentimiento del interesado 
(artículo  11.1),  otorgado  con  carácter  previo  a  la  cesión  y  suficientemente 
informado de la finalidad a que se destinarán los datos cuya comunicación se 
autoriza  o  el  tipo  de  actividad  de  aquél  a  quien  se  pretenden  comunicar 
(artículo 11.3), y que debe recabar el cedente como responsable del fichero 
que contiene los datos  que se pretenden ceder.

No  obstante,  es  posible  la  cesión  de  datos  personales  sin 
consentimiento del afectado, siempre que nos encontremos ante alguna de las 
excepciones previstas en el número segundo del artículo 11, de las cuales, a 
los  efectos  que  aquí  interesan,  cabe  mencionar  la  prevista  en  la  letra  d) 
conforme a la cual “El consentimiento exigido en el apartado anterior no será 
preciso:  (…)  d)  Cuando  la  comunicación  que  deba  efectuarse  tenga  por  
destinatario  al  Defensor  del  Pueblo,  el  Ministerio  Fiscal  o  los  Jueces  o 
Tribunales o el Tribunal de Cuentas, en el ejercicio de las funciones que tiene 
atribuidas. Tampoco será preciso el  consentimiento cuando la comunicación 
tenga como destinatario a instituciones autonómicas con funciones análogas al  
Defensor del Pueblo o al Tribunal de Cuentas.”

En el presente caso, se solicita la copia del Padrón, para la práctica de 
citaciones,  debiendo  acudirse  a  lo  previsto  respecto  de  los  actos  de 
comunicación judicial en la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil. 

El artículo 155 de dicha norma dispone en cuanto a la comunicación con 
las partes que  “1. Cuando las partes no actúen representadas por procurador 
o se trate del  primer emplazamiento o citación al  demandado, los actos de  
comunicación se harán por remisión al domicilio de los litigantes. En la cédula  
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de emplazamiento o citación se hará constar el derecho a solicitar asistencia  
jurídica gratuita y el plazo para solicitarla.

2. El domicilio del demandante será el que haya hecho constar en la  
demanda o en la petición o solicitud con que se inicie el proceso. Asimismo, el  
demandante designará, como domicilio del demandado, a efectos del primer  
emplazamiento o citación de éste, uno o varios de los lugares a que se refiere  
el  apartado  siguiente  de  este  artículo.  Si  el  demandante  designare  varios  
lugares como domicilios, indicará el orden por el que, a su entender, puede  
efectuarse con éxito la comunicación.

Asimismo,  el  demandante  deberá  indicar  cuantos  datos  conozca  del  
demandado y que puedan ser de utilidad para la localización de éste, como 
números de teléfono, de fax o similares.

El demandado, una vez comparecido, podrá designar, para sucesivas  
comunicaciones, un domicilio distinto.”

El Artículo 159 regula las comunicaciones con testigos, peritos y otras 
personas  que  no  sean  parte  en  el  juicio,  estableciendo  que  “1.  Las 
comunicaciones que deban hacerse a testigos, peritos y otras personas que,  
sin ser parte en el juicio, deban intervenir en él, se remitirán a sus destinatarios  
con arreglo a lo dispuesto en el apartado 1 del  artículo 160.  La remisión se 
hará al domicilio que designe la parte interesada, pudiendo realizarse, en su  
caso, las averiguaciones a que se refiere el artículo 156.

2.  Cuando  conste  en  autos  el  fracaso  de  la  comunicación  mediante 
remisión o las circunstancias del caso lo aconsejen, atendidos el objeto de la  
comunicación  y  la  naturaleza de  las  actuaciones que de ella  dependan,  el  
Secretario judicial ordenará que se proceda con arreglo a lo dispuesto en el  
artículo 161.

3. Las personas a que se refiere este artículo deberán comunicar a la  
Oficina  judicial  cualquier  cambio  de  domicilio  que  se  produzca  durante  la  
sustanciación del proceso. En la primera comparecencia que efectúen se les  
informará de esta obligación.”

Respecto  a las averiguaciones del tribunal sobre el domicilio, el artículo 
156 de la citada Ley establece lo siguiente:

“1. En los casos en que el demandante manifestare que le es imposible  
designar  un  domicilio  o  residencia  del  demandado,  a  efectos  de  su 
personación, se utilizarán por el Secretario judicial los medios oportunos para  
averiguar esas circunstancias, pudiendo dirigirse, en su caso, a los Registros,  
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organismos, Colegios profesionales, entidades y empresas a que se refiere el  
apartado 3 del artículo 155.

Al  recibir  estas  comunicaciones,  los  Registros  y  organismos públicos 
procederán conforme a las disposiciones que regulen su actividad.

2. En ningún caso se considerará imposible la designación de domicilio  
a efectos de actos de comunicación si dicho domicilio constara en archivos o  
registros públicos, a los que pudiere tenerse acceso.”

En  lo  que  a  las  disposiciones  reguladoras  del  Padrón  se  refiere,  el 
artículo 16.3 de la  Ley 7/1985, de 2 de abril,  Reguladora de las Bases del 
Régimen  Local,   redactado  conforme  a  lo  establecido  en  la  Ley  Orgánica 
14/2003, de 20 de noviembre, establece que “los datos del Padrón municipal  
se  cederán  a  otras  Administraciones  Públicas  que  lo  soliciten  sin  
consentimiento previo del afectado solamente cuando les sean necesarios para  
el ejercicio de sus respectivas competencias, y exclusivamente para asuntos 
en los que la residencia o el domicilio sean datos relevantes. También pueden  
servir para elaborar estadísticas oficiales sometidas al secreto estadístico, en  
los  términos  previstos  en  la  Ley  12/1989,  de  9  de  mayo,  de  la  Función  
Estadística  Pública  y  en  las  leyes  de  estadística  de  las  comunidades 
autónomas con competencia en la materia”.

Fuera  de  estos  supuestos,  los  datos  del  Padrón  son  confidenciales 
(artículo  53  del  Real  Decreto  1690/1986,  de  11  de  julio  que  regula  el 
Reglamento de Población y Demarcación Territorial de las Entidades Locales) y 
su  acceso  se  rige  por  la  Ley  Orgánica  15/1999  y  por  la  Ley  30/1992,  de 
Régimen  Jurídico  de  las  Administraciones  Públicas  y  del  Procedimiento 
Administrativo Común.

De los artículos transcritos se desprende que la  Ley 1/2000, de 7 de 
enero,  de Enjuiciamiento Civil limita  las actuaciones de averiguación de los 
Juzgados, con la finalidad de realizar actos de comunicación judicial, a aquéllos 
procesos  en  que  se  den  las  circunstancias  previstas  en  dichos  preceptos, 
señalando que la consulta a registros y organismos públicos se hará conforme 
a  las  normas  que  regulen  su  actividad,  en  consecuencia,  no  autoriza  una 
cesión  masiva  de  datos  personales  contenidos  en  los  ficheros  de  los 
organismos públicos, como lo sería la cesión a que hace referencia la consulta. 

Tampoco  encuentra  habilitación  dicha  comunicación  masiva  en  lo 
establecido en  la  Ley 7/1985,  de 2 de abril,  Reguladora de las Bases del 
Régimen Local, que autoriza una cesión de datos contenidos en el Padrón a 
otras  Administraciones  exclusivamente  en  aquéllos  supuestos  en  que  sea 
“necesaria” para el ejercicio de sus respectivas competencias, en tanto que la 
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necesidad, en este caso, se circunscribe a los datos del domicilio de las partes 
o  personas  que  deban  intervenir  en  un  concreto  proceso  cuando  dicho 
domicilio se desconozca. 

Las  previsiones  a  que  se  ha  venido  haciendo  referencia  son,  así, 
acordes con el principio de proporcionalidad previsto en el artículo 4.1 de  la 
Ley Orgánica 15/1999 según el cual  “Los datos de carácter personal sólo se 
podrán recoger para su tratamiento, así como someterlos a dicho tratamiento,  
cuando sean adecuados, pertinentes y no excesivos en relación con el ámbito  
y las finalidades determinadas, explícitas y legítimas para las que se hayan 
obtenido.”

De este modo,  la entrega de la copia del Padrón, con la finalidad a que 
se refiere la consulta, vulneraría  dicho principio, en tanto que la cesión del dato 
del  domicilio  de  los  vecinos  con  la  finalidad  de  comunicarse  con  ellos, 
solamente resulta ajustada al mismo en los supuestos previstos en la Ley de 
Enjuiciamiento  civil,  en  los  términos  vistos,  esto  es,  en  el  marco  de  un 
determinado  proceso cuando se trate de vecinos que sean parte en el mismo o 
terceros que deban intervenir en él,  de forma que la entrega de los datos del 
domicilio  de  la  generalidad  de  los  vecinos  de  un  municipio  o  de  datos 
contenidos  en  el  Padrón  distintos  del  domicilio,  incumple  los  criterios  de 
adecuación, pertinencia y ponderación en relación con la finalidad pretendida.

En  consecuencia,   no  procede  la  entrega  de  una  copia  del  Padrón 
municipal  al  Juzgado  de  Paz,  por  resultar  contraria  al  principio  de 
proporcionalidad previsto en la Ley Orgánica 15/1999, sin perjuicio de que en 
cumplimiento de  los  preceptos  antes señalados deba comunicarse a aquél, 
cuando  así  lo  requiera  en  el  curso  de  un  proceso,  con  la  finalidad  de 
comunicarse con alguna persona que sea parte o deba intervenir en el mismo, 
el dato relativo a su domicilio.  Obligación ésta a la que también da cobertura lo 
previsto en el artículo 17 de la  Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder 
Judicial,  según el cual “Todas las personas y entidades públicas y privadas 
están obligadas a prestar, en la forma que la Ley establezca, la colaboración  
requerida por los Jueces y Tribunales en el curso del proceso y en la ejecución  
de  lo  resuelto,  con  las  excepciones  que  establezcan  la  Constitución y  las 
Leyes,  y  sin  perjuicio  del  resarcimiento  de  los  gastos  y  del  abono  de  las 
remuneraciones debidas que procedan conforme a la Ley.”

c. Jorge Juan 6
28001
 Madrid
www.agpd.es

4

http://noticias.juridicas.com/base_datos/Admin/constitucion.html

